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1) Cuando el legislador da ingreso a una situación de hecho en un sistema normativo, ésta, en cierta medida, deja de ser puramente fáctica y pasa a ser una institución regular.

2) En esa actitud hay una manifiesta contradicción, tal como ocurre con las uniones convivenciales. Los convivientes se han apartado expresamente de la institución tradicional para estos casos regulada en el marco del matrimonio, para vivir tan solo en el mundo de los hechos; y el legislador aunque no lo diga expresamente, enmarca su decisión. 

3) Regular un hecho es transformarlo en derecho. La regulación de la situación de convivencia, llega al extremo cuando se permite, y hasta se premia con acciones y prerrogativas su inscripción.

4) Otro tanto ocurre cuando la ley admite que los efectos de los hechos repercutan respecto de terceros, tal como ocurre con los asentimientos convivenciales en caso de transferencias dominiales o constitución de otros derechos reales; o en los casos de atribución de vivienda familiar con efectos “erga omnes”. 

5) Si de los artículos 511 y 512 podemos extraer que la inscripción de las uniones convivenciales tiene efecto declarativo, y que esa situación podrá acreditarse también por otros medios, los tales dispositivos atentan contra la seguridad jurídica inmobiliaria, generando gran inseguridad frente a los adquirentes sucesivos. 

6) Entre otras situaciones que pueden presentarse, decimos que si un adquirente sucesivo conocía la situación fáctica de convivencia del titular antecedente, podría ser alcanzado por una acción de nulidad frente a la falta de asentimiento (art. 522 CCC). Ello aun cuando la norma limite su aplicación a los casos de convivencias registradas.
7) Al sancionarse el CCC no se tuvieron en cuenta ciertas normas y leyes especiales que no fueron derogadas por éste. Dichos preceptos, hoy no armonizan para nada con los nuevos dispositivos, lo que resta coherencia a su regulación, endilgando a los jueces la tarea de precisar sus alcances. Ello ocurre, por ejemplo, con el derecho a pensión que otorga la ley 24241, o la indemnización por muerte del trabajador otorgada en el artículo 248 de la ley de Contrato de Trabajo, que no exigen los requisitos de la nueva norma.
8) En atención a ello, ante la necesidad de brindar total certeza en el tráfico inmobiliario, se hace menester una reforma legislativa que no solo determine un criterio uniforme, sino que imponga una inscripción constitutiva para las uniones convivenciales (art. 511 CCC). Además, la disposición que así lo disponga deberá igualmente dejar en claro que el conocimiento extrarregistral que se tenga respecto a la existencia de la unión convivencial no repercute respecto de terceros, y, por ende, no generará efecto reipersecutorio en relación a los bienes transferidos. 

9) Concretando lo expresado efectuamos la siguiente PROPUESTA DE LEGE FERENDA - Deben modificarse los artículos 510, 511 y 512 del CCC a tenor de los siguientes textos:

ARTÍCULO 510.- Requisitos. El reconocimiento de los efectos jurídicos previstos por este título a las uniones convivenciales requiere que la misma esté inscripta, según lo dispuesto en el artículo 511. Para que proceda la inscripción deben cumplirse los siguientes presupuestos: a) los dos integrantes sean mayores de edad; b) no estén unidos por vínculos de parentesco en línea recta en todos los grados, ni colateral hasta el segundo grado; c) no estén unidos por vínculos de parentesco por afinidad en línea recta; d) no tengan impedimento de ligamen ni esté registrada otra convivencia de manera simultánea; e) mantengan la convivencia durante un período no inferior a dos años.
ARTÍCULO 511.- Registración. La existencia de la unión convivencial, su extinción y los pactos que los integrantes de la pareja hayan celebrado, se inscriben en el Registro de uniones convivenciales que corresponda a la jurisdicción local. Dicha inscripción produce efectos entre partes y respecto de terceros desde el día de su inscripción. 

No procede una nueva inscripción de una unión convivencial sin la previa cancelación de la preexistente.

La registración de la existencia de la unión convivencial debe ser solicitada por ambos integrantes.

ARTÍCULO 512.- Prueba de la unión convivencial. La unión convivencial se acredita por su inscripción en el Registro de Uniones Convivenciales. El conocimiento extrarregistral que se tenga respecto a la existencia de la unión convivencial no repercute respecto de terceros; y, por ende, no generará efecto reipersecutorio.

FUNDAMENTOS

INTRODUCCIÓN

Cuando el legislador, forzando la naturaleza de las cosas, pretende transformar una situación puramente fáctica en una relación jurídica regular, se producen efectos particulares que no dejan de resultar contradictorios. 

Las uniones de hecho entre personas de distinto o del mismo sexo han existido desde tiempo inmemorial; sin dudas ello no ha variado para nada luego de la sanción del nuevo Código Civil y Comercial que expresamente da cabida a dichos supuestos en sus artículos 509 a 528. En verdad las situaciones fácticas se dan o existen con independencia de la voluntad de la ley. Solemos expresar que el legislador no puede ordenarle al mar que deje de agitar sus olas ni al viento que deje de soplar. La realidad de los hechos se impone siempre por sobre el imperio, solo jurídico, del legislador.

Cuando dos personas deciden vivir juntas apartándose de cualquier regulación normativa, aparece como una actitud autoritaria del legislador pretender encauzar dicha situación. Es que justamente las personas espontáneamente han querido permanecer al margen de cualquier institución similar al matrimonio. Siendo así ¿por qué el Estado se introduce en esa voluntad lícita, no condenada por el sistema jurídico, y pretende darle un molde? ¿Acaso no dejará de ser un simple hecho, la convivencia, porque la ley le de cabida entre sus normas?

Por ello no ha resultado sencillo, ni para quienes se encuentren protagonizando los supuestos normados que pudieren haber entrado en la regulación, ni para los operadores jurídicos, adaptar las normas de los arts. 509 y ss del CCC a las relaciones jurídicas comunes. El mundo del derecho exige claridad y contundencia.  

No desconocemos el avance que significa el reconocimiento de derechos y obligaciones que los convivientes se deben entre sí; pero reprochamos, en cambio, la ligereza con la cual se imponen consecuencias a una situación puramente fáctica que se supone impulsada por el libre albedrío de la pareja, con todos los efectos que puedan reconocérseles en el derecho vigente.

Si se ha pretendido un registro declarativo podríamos plantearnos qué ocurrirá en los supuestos de pluralidad de convivencias, una inscripta y las otras no. ¿Existen jurídicamente esas otras situaciones? El conviviente no inscripto hasta podría ser de buena fe; es decir desconocer que su pareja tiene una unión registrada. Podríamos imaginar una persona que, de mala fe, mantiene dos uniones convivenciales; ambas públicas, notorias, estables, permanentes y “singulares”. En tales casos ¿cuál sería la situación jurídica del conviviente de buena fe? 

I- LA CONTEMPLACIÓN DE LAS UNIONES CONVIVENCIALES EN EL CCC

El fenómeno se presenta a nivel mundial, y si bien hay países en los que la contemplación de la figura de la unión de hecho entre parejas brilla por su ausencia, lo que resulta una aplicación de la frase atribuida a Napoleón "Si los concubinos prescinden de la ley, la ley se desentiende de ellos", podemos generalizar, sin embargo, que el fenómeno no ha pasado inadvertido en las legislaciones modernas. Ya Vélez Sarsfield (1869) da cuenta del fenómeno en la bellísima nota al art. 325 (7º Párrafo) del Código Civil de su autoría, en la que explica didácticamente los efectos jurídicos de la llamada “posesión de estado”.

En verdad, en lo que a nuestro país respecta, nos parece saludable la decisión legal de darles recepción normativa y reconocer efectos jurídicos a este tipo de uniones, abandonándose así el sistema abstencionista de la normativa derogada. Frente a la tensión entre la autonomía de la voluntad que enfrenta la dicotomía: casarse o no casarse, y el orden público que la institución familiar supone, el Código Civil y Comercial optó por otorgar efectos jurídicos a las uniones convivenciales, pero de manera limitada, contemplando justamente la precariedad institucional de la figura.

Pero lo que acabamos de expresar no significa que el derecho, a partir de la vigencia del nuevo Código se desentienda de las simples uniones. Explica Lorenzetti que “(…) el resto de las relaciones de pareja que no cumplen con alguno o todos los requisitos que prevé la disposición en análisis, no significa que no van a generar consecuencia jurídica alguna, sino que no serán los expresamente regulados en este Título. Por ejemplo, en un accidente de tránsito fallece una persona que estuvo en pareja con otra por el lapso de 1 año y medio. Esa persona podrá reclamar el daño no patrimonial que prevé el artículo 174 si prueba el “trato familiar ostensible” que obliga esa normativa. (…) La misma interpretación debe seguirse con las leyes especiales que otorgan derechos a las convivencias de pareja (pensión, indemnización laboral, locaciones urbanas, protección contra la violencia familiar), debiéndose aplicar lo que se establece en estas normativas”
.

Las uniones convivenciales que no cumplan con los requisitos exigidos por las normas de los arts. 509 y siguientes se encontrarán entonces en la misma situación en que se hallaban antes de la entrada en vigencia de la nueva ley, y solo alcanzadas por algunos efectos previstos en leyes especiales aisladas. Por el contrario, si cumplan con dichos requisitos, estarán alcanzados por los efectos jurídicos previstos; que son los que la doctrina denomina “régimen primario inderogable” o “piso mínimo indiscutible”, que busca resguardar los derechos fundamentales de la familia, en cualquiera de sus formas, y que encuentra basamento en la solidaridad familiar. Dentro de esta categoría, hemos de distinguir aquellas uniones convivenciales no inscriptas de las inscriptas. 
Como puede fácilmente advertirse, el complejo entramado normativo antes descripto, genera no pocas incertidumbres en relación a los efectos jurídicos del instituto en unos y otros casos, y en tal sentido, hubiera resultado saludable el establecimiento de pautas más contundentes, que no dejara lugar a dudas a sus actores y a terceros de los efectos que los alcanzaban. 
II- PRERROGATIVAS LEGALES DE LOS CONVIVIENTES

Han aparecido normas, como las del 511 del CCC que, al posibilitar la registración de las uniones convivenciales, han generado gran incertidumbre, sobre todo cuando no se ha dejado establecido con todo el rigor técnico cuál será el efecto jurídico de la registración de tales uniones. 

Al mismo tiempo corresponde remarcar que en las normas que regulan las uniones convivenciales se conceden prerrogativas y acciones concretas a los convivientes frente a ciertas situaciones. Así, entre otros casos, a manera de ejemplo, vemos que el conviviente registrado debe prestar el asentimiento para que pueda disponerse de la vivienda familiar y de los muebles indispensables. Hasta podrá el conviviente impedir el traslado de los dichos muebles fuera de la vivienda (art. 522 CCC). Igualmente éste tiene derecho, en caso de cese de la unión convivencial, a que se le atribuya el uso de la vivienda familiar en los casos expresamente regulados (art. 526 CCC).

Téngase presente además, que las prerrogativas enunciadas en el párrafo anterior repercuten de manera directa en terceros ajenos a la situación convivencial. Así, al adquirente de la vivienda familiar no le será indistinto que el conviviente suscriba el título traslativo o no lo haga. Si hay unión convivencial y uno de sus integrantes no suscribe la escritura asintiendo el contrato y sus efectos, el acto presentará una nulidad relativa expresamente consagrada en el art 522 CCC, segundo párrafo. El no asintiente podría demandar la nulidad; lo que nos evoca la norma del art. 388 del CCC. Pero debemos remarcar que esta acción de nulidad escapa a la típica regulada en la norma indicada, ya que no tiene el plazo de prescripción del art. 2562, inc. a), sino un plazo de caducidad de seis meses, ya que así lo determina expresamente el art. 522, segundo párrafo del CCC. 

Otro tanto ocurrirá con las obligaciones frente a terceros, quienes no podrán ejecutar la vivienda si no contaron al momento del contrato, con el asentimiento del otro conviviente. 

La atribución del uso de la vivienda familiar prevista en el art. 526 del CCC, también repercute frente a terceros. En efecto, la misma norma, en su tercer párrafo “in fine”, expresa: “La decisión produce efectos frente a terceros a partir de su inscripción registral”.

Creemos pues que aun cuando las normas, no en todos los casos, exijan para atribuir los citados efectos la inscripción de la convivencia, el tema se presta a conflictos cuando se acude a la buena o mala fe del co contratante. En efecto, si el tercero conocía la situación sería fácil argumentar su mala fe, aun cuando la convivencia no estuviere registrada. Haría falta más contundencia en las normas a la hora de aplicar el efecto de la unión respecto de terceros. 

Se advierte que la situación es dudosa y opinable al observar la reacción de los registros inmobiliarios. Por ejemplo el Registro de Córdoba ha dictado una resolución (Res Nº 4 de 2015), exigiendo el asentimiento solo cuando la unión convivencial esté debidamente inscripta, conforme lo prescripto por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Provincia (Res. 113/2015).

III- LAS UNIONES CONVIVENCIALES EN EL ENTORNO NO DEROGADO POR EL CCC



No podemos dejar de destacar, por otra parte que al sancionarse el CCC no se tuvieron en cuenta una serie de normas y leyes especiales que no serían derogadas por éste. Dichos preceptos, hoy, no armonizan para nada con los nuevos dispositivos, lo que resta coherencia a su regulación, endilgando a los jueces la tarea de precisar sus alcances. Así, a manera de ejemplo, vemos que para poder ejercer derechos civiles, los convivientes deben reunir requisitos determinados en el art. 510 del CCC, pero para ejercer derechos previsionales, por ejemplo el derecho a pensión que otorga la ley 24241, lo prerrogativas laborales como la indemnización por muerte del trabajador otorgada en el artículo 248 de la ley de Contrato de Trabajo, no se le exige tales requisitos. Los recaudos para acceder al derecho previsional son otros, como el plazo de convivencia que se aumenta a cinco años si no tuvieran descendencia común. 

IV- REGISTRACIÓN DE LAS UNIONES CONVIVENCIALES

Tal como habíamos adelantado, el art. 511 del CCC posibilita la registración de las uniones convivenciales; pero a nuestro entender la norma merece un duro reproche al expresar que la dicha inscripción lo es “… solo a los fines probatorios”. Entendemos que esta manifestación es en parte de Perogrullo y en cierta medida también incompleta.

Resulta una verdad de Perogrullo sostener que una inscripción es a los efectos probatorios, dado que cualquier inscripción, nota o registro cumple con mayor o menor intensidad, sin duda alguna, con un efecto probatorio. Lo que interesa fundamentalmente saber, y el legislador está obligado a brindar, es qué grado de prueba resulta en el mundo jurídico, sobre todo en caso de contienda que es cuando el derecho prueba sus aciertos regulatorios. Es a este respecto que también expresáramos que la norma es incompleta. Decir “a los fines probatorios”, aún precedida de “solo” no nos define claramente sus efectos. 

Esta imprecisión llega a su máxima expresión cuando en la norma siguiente (art. 512) se determina que la situación convivencial puede acreditarse por cualquier medio probatorio y que la registración es, a ese respecto, prueba suficiente. 

Alguna doctrina ha dejado sentado que la registración aludida en el art. 511 tiene efectos constitutivos y que solo produce sus efectos a partir de su inscripción. Se agrega igualmente que, complementado el dispositivo con el art. 512, podrá probarse acabadamente, no solo la existencia de la unión convivencial, sino la fecha de su constitución para su oponibilidad frente a terceros
. Pero lamentablemente esta opinión no se condice con los textos legales bajo análisis.

V- INSCRIPCIÓN DECLARATIVA O CONSTITUTIVA
La distinción entre una inscripción con efectos constitutivos o declarativos no es un tema trivial; es tan trascendente que marca la diferencia entre tener o no tener un derecho o una prerrogativa determinada

Sin embargo, y a pesar de nuestra crítica sentada en los párrafos precedentes, estimamos que el legislador ha querido regular una inscripción meramente declarativa, lo que daría pié a sentar que cualquier tercero que conozca la situación convivencial será alcanzado por los efectos jurídicos que el sistema regula para los terceros. Así, como ya hemos expresado, no sería demasiado difícil fundar por ejemplo, que si el adquirente conocía que el vendedor mantenía unión convivencial en la vivienda familiar que le transfiere, aunque no estuviera registrada, ni en el registro de uniones convivenciales, ni en el registro inmobiliario, lo mismo le sería oponible. En efecto, si bien es cierto que resulta medianamente clarificante que el art. 522 requiera el asentimiento “Si la unión convivencial ha sido inscripta…”, la posibilidad de un cuestionamiento en tal sentido, sobre todo en caso de conocimiento comprobable del adquirente, genera la inseguridad que planteamos; sobre todo ateniéndonos al principio general de la buena fe (art. 9 CCC).

Es lo que surge de una interpretación armónica del art. 511 CCC, con su lacónico “… solo a los fines probatorios”
, y el art. 1893 del CCC, que aunque no regula expresamente las situaciones o circunstancias personales de los titulares dominiales, deja sí sentado como regla que la falta de publicidad no permite prevalecerse de ello a quien conocía o debía conocer la situación no publicitada. 

En definitiva, creemos que se ha omitido establecer normas categóricas que, sin quitarle a la unión convivencial no registrada los plenos efectos entre partes (si es que esa fue la intención del legislador al darle efecto declarativo) impongan la inscripción contundentemente como requisito imprescindible para la oponibilidad a terceros. 

VI- LA INSCRIPCIÓN DE LA UNIÓN CONVIVENCIAL DEBE TENER EFECTOS CONSTITUTIVOS

La seriedad de un sistema exige efectos claros y contundentes, sobre todo a la hora de regular hechos con trascendencia respecto de terceros. La situación de los convivientes partiendo de una inscripción solo declarativa resulta de gran inseguridad para el tráfico inmobiliario, y generará pleitos que pueden evitarse consagrando la constitutividad de la registración.

En varios pronunciamientos judiciales ha podido determinarse que el tema no tiene una regulación muy clara, y una y otra vez aparecen situaciones poco definidas para determinar si hay unión con efectos jurídicos o no
. Si la inscripción fuere constitutiva, en cambio, todas estas cuestiones que son resueltas hoy en los estrados judiciales, serían exigencias previas de la autoridad administrativa que registre las uniones. 

Piénsese en la inseguridad con la que habremos de desarrollar la actividad notarial al momento de la celebración de un acto traslativo. Se pueden presentar, entre otras, las siguientes situaciones:

a) ADQUIRENTE QUE MANIFIESTA ESPONTÁNEAMENTE QUE ESTÁ EN UNIÓN CONVIVENCIAL: ¿Esta aseveración se deberá consignar en el título? Para hacerlo ¿exigiremos al adquirente que tenga registrada su unión? Si asentamos la manifestación ¿no generamos una imprecisión en la titularidad cartular puesto que un adquirente consecuente dudará sobre la necesidad o no del asentimiento del art. 522 CCC en caso de ser la vivienda familar, a pesar de la exigencia del dispositivo en cuanto a que debe estar inscripta?

b) TRANSMITENTE QUE HA MANIFESTADO EN SU TÍTULO QUE CONVIVÍA: Esta circunstancia ¿obliga al notario a exigir el asentimiento convivencial? Recordemos una vez más que el art. 511 exige la inscripción “solo a los fines probatorios” y el conviviente ha confesado en instrumento público que convive. Destaquemos igualmente que el principio de incolumidad, sentado en art. 297 del CCC le impide desdecirse de esa manifestación.

c) ADQUIRENTE QUE CONOCE, Y LO HACE SABER AL NOTARIO, QUE EL TRANSMITENTE CONVIVE: ¿Deberá el notario interrogar al transmitente a ese respecto? Aún así, en ese caso, lo que manifieste el transmitente ¿es suficiente garantía para el adquirente en cuanto a que no prosperará una demanda del conviviente que no asintió?

En definitiva, la necesidad de brindar total certeza en el tráfico inmobiliario, exige una inscripción constitutiva. Es más, la disposición que así lo disponga deberá igualmente dejar en claro que el conocimiento extrarregistral que se tenga respecto a la existencia de la unión convivencial no repercute respecto de terceros; no generará, por tanto, efecto reipersecutorio. El tercero adquiere bien y su derecho será irreprochable aun cuando tuviere conocimiento de la convivencia. 


Téngase presente que, de no consagrarse con la contundencia expresada, podría llegar a hacerse aplicable el principio rector de la buena fe, consagrado dignamente entre las normas generales, en el art. 9 del Código Civil y Comercial. 

VII- PROPUESTA DE MODIFICACIÓN DE LOS ART. 510, 511 Y 512 CCC.

A los fines de adecuar la normativa en vigencia apuntando a una registración constitutiva de las uniones convivenciales proponemos a continuación, la reforma armónica de los artículos 510, 511 y 512 del CCC a tenor de los siguientes contenidos:

ARTÍCULO 510.- Requisitos. El reconocimiento de los efectos jurídicos previstos por este título a las uniones convivenciales requiere que la misma esté inscripta, según lo dispuesto en el artículo 511. Para que proceda la inscripción deben cumplirse los siguientes presupuestos:

a) los dos integrantes sean mayores de edad;

b) no estén unidos por vínculos de parentesco en línea recta en todos los grados, ni colateral hasta el segundo grado;

c) no estén unidos por vínculos de parentesco por afinidad en línea recta;

d) no tengan impedimento de ligamen ni esté registrada otra convivencia de manera simultánea;

e) mantengan la convivencia durante un período no inferior a dos años.
ARTÍCULO 511.- Registración. La existencia de la unión convivencial, su extinción y los pactos que los integrantes de la pareja hayan celebrado, se inscriben en el Registro de uniones convivenciales que corresponda a la jurisdicción local. Dicha inscripción produce efectos entre partes y respecto de terceros desde el día de su inscripción. 

No procede una nueva inscripción de una unión convivencial sin la previa cancelación de la preexistente.

La registración de la existencia de la unión convivencial debe ser solicitada por ambos integrantes.

ARTÍCULO 512.- Prueba de la unión convivencial. La unión convivencial se acredita por su inscripción en el Registro de Uniones Convivenciales. El conocimiento extrarregistral que se tenga respecto a la existencia de la unión convivencial no repercute respecto de terceros; y, por ende, no generará efecto reipersecutorio.
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